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T-171-2016-CAU, expresando entre otras cosas, que su poderdante ha cumplido con las 

pretensiones de la sociedad RODRÍGUEZ MOLINA ABOGADOS ASOCIADOS, haciendo 

los ajustes correspondientes y emitiendo las notas de crédito para que la facturación 

corresponda a lo dispuesto en el contrato suscrito. 

VII. Mediante la resolución No. T-013-2017-CAU, esta Superintendencia otorgó audiencia a la 

sociedad RODRÍGUEZ MOLINA, ABOGADOS ASOCIADOS, para que, se pronunciara 

por escrito respecto de lo manifestado por la sociedad DIGICEL, S.A. de C.V., relacionado al 

cumplimiento de la pretensión del usuario, haciendo los ajustes correspondientes y emitiendo 

las normas de crédito para que la facturación correspondiera a lo dispuesto en el contrato 

suscrito. 

VIII. El tres de febrero de este año,  en la calidad 

antes indicada, presentó un escrito exponiendo en síntesis que, su representada recibió 

descuentos parciales por parte de la sociedad DIGICEL, S.A. de C.V., sin embargo los 

problemas con la facturación de sus servicios han continuado, que la línea número  

durante un año no tuvo llamadas ilimitadas a la red del operador, ni se le acreditaba el plan de 

datos, que las nueve líneas contratadas sufrieron problemas en el servicio sin que se 

realizaran descuentos en la facturación por dichas incidencias. 

Que el reclamo de mérito de su representada se refiere al incumplimiento de las condiciones 

pactadas en el contrato y anexos suscritos el veintitrés de diciembre del año dos mil quince 

con el operador DIGICEL. Que los argumentos del operador DIGICEL, referentes a que el 

reclamo de mérito no posee fecha de recepción, son una práctica abusiva y mal intencionada 

de dicho operador, pues el mismo posee la obligación legal de consignar dicha información al 

recibir los reclamos.  

Por lo tanto, pidió que se obligue al operador a presentar el contrato de servicios vigente con 

su representada, que se obligue a dicho operador a darle fiel cumplimiento al contrato de 

servicios vigente respecto al monto mensual pactado, al plan de datos con redes sociales 

ilimitadas y acumulables mes a mes, llamadas ilimitadas a la red telefónica del operador. 

IX. El día nueve de febrero de este año, la sociedad RODRÍGUEZ MOLINA, ABOGADOS 

ASOCIADOS, remitió por vía electrónica una copia del contrato de prestación de servicios 

de telefonía móvil con sus anexos suscritos con la sociedad DIGICEL, S.A. de C.V. 

X. Esta Superintendencia emitió la resolución No. T-032-2017-CAU, estableciendo lo siguiente: 

“““(…) a) Requerir a la sociedad DIGICEL, S.A. de C.V., que en el plazo de cinco días 

hábiles contados a partir del día siguiente a la notificación de este proveído, remita un 

informe por cada línea telefónica contratada por la sociedad RODRÍGUEZ MOLINA, 

ABOGADOS ASOCIADOS, debiendo detallar las deficiencias o incumplimientos a las 

prestaciones del servicio de telefonía prestado, así como los ajustes o reintegros realizados 

por dichos problemas. (…)””” 

 

La sociedad DIGICEL, S.A. de C.V., no hizo uso del derecho de audiencia otorgado en la 

mencionada resolución. 

 

XI. En atención a lo expuesto, esta Superintendencia efectúa las valoraciones siguientes: 
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A. MARCO LEGAL  

 

La competencia de esta Superintendencia para conocer del presente procedimiento se 

encuentra descrita en el artículo 1, inciso segundo de la Ley de Telecomunicaciones, en 

cuanto preceptúa que la SIGET será la entidad responsable de aplicar y velar por el 

cumplimiento de las normas y regulaciones establecidas en dicha Ley y su Reglamento. 

  

En concordancia a lo anterior, el artículo 29 letra i) de la Ley de Telecomunicaciones, 

establece el derecho que tiene todo usuario a que los operadores resuelvan sus reclamos por 

el incumplimiento del contrato de los servicios de telecomunicaciones, por cobros indebidos 

o por cualquier otra causa de las establecidas en el artículo 98 de la misma ley, de acuerdo al 

procedimiento determinado en dicho cuerpo legal, debiendo entenderse como servicio de 

telecomunicaciones los conceptos definidos en la Ley de Telecomunicaciones. 

  

En ese sentido, el artículo 98 de la Ley de Telecomunicaciones detalla la forma de proceder 

en cuanto a la solución de reclamos de los usuarios, estableciendo lo siguiente: 

  

“(…) Las empresas operadoras deberán contar con un sistema de registro de reclamos, en 

el cual se consignen los datos generales de reclamos efectuados por los usuarios.   

 

El reclamo presentado, así como las notificaciones, medios probatorios y demás 

documentos referidos al mismo, deberán formar un expediente cuya organización y 

conservación será responsabilidad de las empresas operadoras. Las empresas operadoras 

asignarán al expediente un código o número del reclamo, mismo que se mantendrá en el 

transcurso del procedimiento administrativo.   

 

Las  empresas operadoras adoptarán las medidas necesarias a fin de preservar la unidad e 

intangibilidad del expediente de reclamo. (…) 

 

El operador deberá resolver, en un plazo máximo de diez días hábiles y sin costo alguno, los 

reclamos que presenten los usuarios de los servicios de telefonía fija y móvil (…) La 

notificación de la solución del reclamo deberá ser comunicada por escrito al usuario 

afectado, al día siguiente de vencido el plazo (…) dicha notificación se efectuará en la 

dirección donde se remiten los recibos por el servicio reclamado o en la que el usuario 

hubiere señalado por escrito durante el procedimiento de reclamo. 

  

De no obtener ninguna comunicación el usuario en el plazo establecido, se considerará la 

solución a su favor, quedando el operador obligado a compensarlo por los daños que le 

hubiere ocasionado. En caso de cobros indebidos, deberá reintegrar la cantidad que el 

usuario haya cancelado al operador, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.” 

Asimismo, el citado artículo desarrolla las causas por las que los usuarios pueden interponer 

un reclamo, entre las cuales se encuentran las siguientes: 

 

“a) Facturación, causal que se refiere entre otras cosas al desconocimiento del usuario 

sobre el título del cual se deriva el derecho de la empresa operadora para facturar un 

consumo; (…) 
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Salvador; en las leyes que rigen los sectores de Electricidad y de Telecomunicaciones; y sus 

reglamentos; así como para conocer del incumplimiento de las mismas. 

 

Establecido lo anterior es pertinente definir la naturaleza del servicio público de 

Telecomunicaciones. Sobre la noción de servicio público, la Sala de lo Constitucional de la 

Corte Suprema de Justicia manifestó en el Considerando III 1 de la sentencia de 

inconstitucionalidad dictada en el proceso 4-97, de fecha veintitrés de agosto de mil 

novecientos noventa y ocho, que este gira, en torno a tres elementos básicos:  

 

“ 

(a) la necesidad o interés que debe satisfacer,  

(b) la titularidad del sujeto que presta el servicio, y  

(c) el régimen jurídico del mismo.  

 

La necesidad o interés que debe satisfacer, es un elemento de carácter necesariamente 

general, entendido como la suma de necesidades o intereses individuales de los usuarios. Es 

en este sentido que puede afirmarse que, en la expresión “servicio público”, el segundo 

término no hace referencia al ente que realiza la actividad de satisfacción de necesidades e 

intereses, si no al destinatario del mismo. Queda claro que la determinación relativa a 

cuales necesidades o intereses son generales, es contingente, pues depende de la evolución  

de cada medio social.  

 

Sobre la titularidad del sujeto que presta el servicio público, precisamente por el carácter 

general de la necesidad o interés a satisfacer, en un primer momento de la evolución de 

dicha noción se entendió que sólo podía ser prestado por el Estado, o por entes públicos. Sin 

embargo, actualmente la práctica en la gestión de los mismos demuestra que pueden 

adoptarse varias modalidades, atendiendo a la participación más o menos directa de la 

Administración; así, planteada una clasificación  de la gestión del servicio público basada 

en tal criterio, la misma puede ser: directa, indirecta y mixta.  

 

Respecto del régimen jurídico del servicio público, las anteriores premisas permiten concluir 

que la actividad constitutiva del mismo, es necesario y conveniente que sea regulada en el 

ámbito del derecho público, para efecto de evitar abusos de cualquier orden en que pudieran 

incurrir quienes presten o realicen el servicio; ya que, caracteres jurídicos esenciales del 

mismo son la continuidad, la regularidad y la generalidad. En el caso de nuestro 

ordenamiento jurídico los Arts. 112, 110 inc.4° y 221 Inc. 2° Cn., obligan a que la regulación 

de los servicios públicos se encuentren en el ámbito del derecho público, precisamente para 

garantizar la esencia del mismo.  

 

A partir de los mencionados elementos, puede conceptuarse el servicio público, desde un 

enfoque descriptivo, y atendiendo a su naturaleza jurídica, como la prestación de actividades 

tendentes a satisfacer necesidad o intereses generales, cuya gestión puede ser realizada por 

el Estado en forma directa, indirecta o mixta, sujeta a un régimen jurídico que garantice 

continuidad, regularidad y generalidad.”     

 

En razón de lo anterior, se observa que dentro de sus facultades regulatorias y de vigilancia 

de los servicios públicos de telecomunicaciones, la SIGET ejerce por vía indirecta el control 

de las acciones de los operadores de servicios de telecomunicaciones, a fin de evitar que sus 
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acciones vulneren los derechos de los usuarios. Asimismo, debido a que los operadores 

ejercen una actividad de naturaleza pública, éstos se encuentran obligados a garantizar los 

derechos de sus usuarios.  

 

En este punto, se estima necesario retomar lo dispuesto en el artículo 101 inciso segundo de 

la Constitución, el cual establece que: “El Estado promoverá el desarrollo económico y 

social mediante el incremento de la producción, la productividad y la racional utilización de 

los recursos. Con igual finalidad, fomentará los diversos sectores de la producción y 

defenderá el interés de los consumidores”. 

 

En ese orden, el legislador ha delegado en la SIGET parte de esa tutela de derechos  en la Ley 

de Telecomunicaciones, y específicamente en el artículo 2 letra b) que dispone entre los fines 

de las actividades de esta Institución, la protección de los derechos de los usuarios. 

Los procedimientos dirigidos a la protección de los derechos de los consumidores se 

encuentran instruidos bajo el “Principio de informalidad del procedimiento” contenido el 

artículo 98 de la Ley de Protección al Consumidor que dispone: “En los procedimientos no 

serán exigidas mayores formalidades para su tramitación, salvo las necesarias para la validez 

de ciertos actos y la garantía de los administrados.”  

En el presente caso, dicha tutela de derechos se encuentra circunscrita a la aplicación del 

artículo 98 de la Ley de Telecomunicaciones por parte de la SIGET y de la sociedad 

DIGICEL, S.A. de C.V., en el sentido que dicho operador tiene la obligación de garantizar el 

derecho de la sociedad RODRÍGUEZ MOLINA, ABOGADOS ASOCIADOS, mediante la 

gestión adecuada de sus reclamos, así como la correspondiente respuesta y notificación de los 

mismos, sea esta favorable o desfavorable-, con el objeto de que conocida la resolución de su 

reclamo, pueda disponer lo conveniente. 

D. Pertinencia de aplicar la presunción a favor 

 

El artículo 98 de la Ley de Telecomunicaciones tiene como fin principal garantizar al usuario 

una solución expedita a los reclamos que éste interponga ante el operador de 

telecomunicaciones, y que se encuentren relacionados a la utilización de los servicios de 

telefonía fija y móvil. 

  

Para ello, en dicha disposición legal se ha fijado un plazo máximo de diez días hábiles para 

que el operador resuelva, ya sea de forma favorable o desfavorable, debiendo comunicar 

dicha respuesta al interesado, a más tardar al día hábil siguiente de vencido dicho plazo, caso 

contrario, se considera la solución a favor del usuario, quedando el operador obligado a 

compensarlo por los daños que le hubiere ocasionado; por lo que, cuando se trate de cobros 

indebidos, el usuario tiene derecho a que se le reintegren las cantidades que hubiera 

cancelado. 

  

No obstante, para que la presunción a favor del usuario sea declarada, la SIGET debe efectuar 

un análisis del reclamo en concreto, conforme a lo establecido en el artículo en referencia y 

acorde a los supuestos a los que condiciona su aplicabilidad, es decir:  

 

1. Que el reclamo del usuario ante el operador esté amparado dentro de las causales 

enunciadas en el artículo 98 de la Ley de Telecomunicaciones; y,  
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